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			SINOPSIS

			Las Fuerzas Armadas fueron el único actor con capacidad para detener el proceso de cambio político entre 1975 y 1982. Sin embargo, los militares que actuaron en las operaciones que se sucedieron a partir de 1977 no lo hicieron en solitario, sino que contaron con el apoyo de núcleos políticos partidarios de reordenar el sistema democrático o de destruirlo. Tras el triunfo del PSOE, estos núcleos desaparecieron, y solo quedaron unos grupúsculos residuales que actuaron entre 1982 y 1986, optando por nuevas dinámicas, como el terrorismo, aunque fueron incapaces de poner en peligro el sistema democrático.
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			PRÓLOGO

			El papel de las Fuerzas Armadas durante la transición a la democracia en España sigue siendo un tema de estudio apasionante y con vacíos, pero gracias al libro de Roberto Muñoz son cada vez menos las incógnitas, aunque surgen nuevas preguntas que solo se pueden dar tras una investigación minuciosa e inteligente como la que este libro recoge.

			Es cierto que nuestra historia contemporánea tiene un exceso de presencia de los militares en la política. Aunque soy de los que piensa que nunca hubo una militarización de la vida pública ni de la sociedad, sino un elevado protagonismo de militares políticos, como consecuencia de una sociedad civil incapaz de resolver sus conflictos, a través de cauces institucionales. La propia sociedad civil veía la participación de los militares como una forma de desbloquear las continuas parálisis en la toma de decisiones. Todo ello acompañado de una profunda desconfianza en la opinión pública. 

			De hecho, durante el reinado de Isabel II, el motor del cambio político fueron los militares, tanto moderados como progresistas. Para evitar que dicha situación se perpetuara, Cánovas del Castillo se inventó el turno pacífico basado en el falseamiento continuado de la opinión pública y en la concesión a la élite militar de beneficios extraordinarios, teniendo la Corona en todo ello una importante intervención.

			Ya en el siglo XX el intervencionismo militar en la vida pública tuvo más que ver con la frustración corporativa, al convertirse el Ejército en un sistema macrocefálico, sin perspectivas de promoción debido a las escalas cerradas, con bajos presupuestos que le impedían renovar el armamento y preparar a la tropa. Ello fue paralelo al alejamiento de la sociedad civil hacia los militares por creer que eran ineficaces en la guerra (desastres del 98 y Annual en 1921) y corruptos (guerra de África). Lo cierto es que no les faltaba razón. Un sistema de reclutamiento clasista, el alejamiento de las nuevas demandas políticas, como el nacionalismo en Cataluña, o su rechazo al movimiento obrero, al que no dudó de tratar con paternalismo en ocasiones (el general Lomas durante las huelgas en Vizcaya), o con dureza en otras, como fue el caso de la huelga general de 1917.

			Este aislacionismo condujo a una posición defensiva frente a los demás, con tintes cada vez más conservadores y reaccionarios. Volvieron a recuperar su protagonismo, tras los lamentables sucesos del ¡Cu-Cut! en Barcelona, y la posterior publicación de la Ley de Jurisdicciones (1906), la cual les otorgaba competencias que invadían la jurisdicción ordinaria, como la capacidad de resolución de conflictos originados por la libertad de opinión y pensamiento, lo que convirtió dicha ley en una amenaza para las libertades.

			Tanto la dictadura del general Miguel Primo de Rivera, como la posterior del general Francisco Franco, respondían a esta visión conservadora y reaccionaria, actuando con el convencimiento de que ellos, los dictadores, y los militares que se sumaron a las mismas, eran los auténticos «cirujanos de hierro» que había solicitado Joaquín Costa, aunque dicha lectura fuera una clara tergiversación como puso de manifiesto Enrique Tierno Galván.

			Las transiciones a la democracia son procesos de naturaleza política, no económica ni social, que implican el paso de un sistema político no democrático a otro democrático. Toda transición implica una ruptura, pero no todos los procesos son rupturistas pudiendo ser reformistas, como fue el caso español. Ello implica que siempre se mantuvo el control de los «aparatos del Estado» por parte de las autoridades. 

			Los límites cronológicos de las transiciones vienen condicionados por las incertidumbres que puedan implicar la vuelta al régimen autoritario del que se partió. La muerte de Franco supuso el inicio de la transición española, ya que su ausencia hacía imposible el mantenimiento del régimen político instaurado desde la Guerra Civil, que se caracterizaba por una fuerte personalización del poder. El punto final de la transición lo podemos situar con la llegada de los socialistas al poder a finales de 1982. De hecho, Felipe González asume políticas democráticas y no de transición.

			Durante esos años las tres incertidumbres principales que condicionaron el proceso político fueron la organización territorial del Estado, la definición y estabilización del sistema de partidos y el involucionismo militar. Roberto Muñoz afronta esta última incertidumbre, permitiéndonos conocer con mayor solidez y rigor las implicaciones que la misma tuvo en el contexto de la vida política de aquellos años.

			El libro no analiza el conjunto de la Transición, sino una parte fundamental de la misma, con unas consideraciones que dejan clara la ausencia de un guion establecido, lo que sin duda dio lugar a numerosas improvisaciones. Nunca hubo una planificación de la Transición, pero sí, como afirma Felipe González, mucho sentido común, lo que abrió las puertas al consenso constitucional y, por tanto, a la legitimidad política. Los Pactos de la Moncloa, con la consiguiente estabilidad del modelo económico y la creación de las bases del Estado del Bienestar, y la ley de amnistía, que puso fin a un conflicto irresoluble donde la consecución de la denominada reconciliación supuso la impunidad, miraban hacia el futuro tratando de evitar abrir de nuevo las heridas de la Guerra Civil.

			Buena parte de estos mimbres, que construyeron un sistema de convivencia y democracia desconocido en la historia de nuestro país, vienen siendo puestos en cuestión por sectores políticos afines a la izquierda y por generaciones que siempre han vivido en democracia. Se trata de reescribir el pasado con una fuerte carga ideológica, que como ya planteó Marx supone una «falsa conciencia» que altera la «realidad vivida».

			Tras la muerte de Franco era evidente que el Ejército constituía una incógnita a la vez que un peligro para la democracia. A su pasado intervencionista se le añadía su disciplina y la existencia en su interior de personas estrechamente identificadas con la dictadura. Es cierto que desde el punto de vista de su preparación profesional se encontraba en quiebra: «gigante descalzo», en palabras de Gabriel Cardona; pero aun así mantenía un fuerte peso político que se había ido construyendo a través de un sistema legal basado en la «coordinación de funciones» y no en la «división de poderes». El Ejército era franquista en su gran mayoría, aunque algunos militares descontentos se organizaran en torno a la Unión Militar Democrática (UMD), que no dejó de ser marginal en cuanto a su influencia, aunque sí planteó serios problemas respecto a la disciplina y a los valores éticos.

			La imposibilidad de la continuidad del franquismo sin Franco, vino fundamentalmente de la mano de la fuerte división interna del personal afín a la dictadura. Ello provocó una crisis, que no descomposición, política en la que resultaron ganadores los reformistas. Es cierto que desde el crítico cambio de gobierno de 1957, el personal político de la dictadura ya no se organizaba en función de su procedencia política, las denominadas «familias», sino de su posición en torno a la institucionalización del régimen franquista. Continuistas y aperturistas lucharon por hacerse con el mando de la situación. Fueron estos últimos, que deseaban «cambios dentro del régimen», pero no «cambios de «régimen», los que se hicieron con el poder hasta el asesinato del almirante Luis Carrero Blanco, que nos introdujo en una época gris marcada por un personaje cambiante y con referentes en el pasado, Carlos Arias Navarro.

			Estas posiciones políticas también estuvieron presentes en el seno de las Fuerzas Armadas y, al igual que en el conjunto de la vida política, aparecieron en su seno los «reformistas», los cuales apostaban por «cambios de régimen sin ruptura». 

			Mientras tanto, los rupturistas en la sociedad civil se organizaban en torno a socialistas y comunistas moderados, como los que representaba Santiago Carrillo. Su número era importante y había que contar con ellos para hacer viable la democracia. Esa correlación de fuerzas no era así en el interior de las Fuerzas Armadas, pues los rupturistas eran marginales.

			En la división en torno al camino político que se debía seguir, las Fuerzas Armadas no tenían un líder. Los diversos generales o tenientes generales hacían la guerra por su cuenta, mostrando desconfianza en los demás y unas dudas impropias de su profesión. Como pone de manifiesto el autor del libro este hecho fue un hándicap para las mismas, ya que, al no existir unidad en torno a un proyecto político, ni el liderazgo en una organización disciplinada, la eficacia de sus actuaciones se debilitaba.

			El papel del general Gutiérrez Mellado fue sobresaliente en temas profesionales, al tener el control sobre las promociones y los destinos. Su preocupación fue mantener al Ejército al margen de la vida política, subordinándolo al poder civil. Aunque fue criticado por su actuación frente a los implicados en la UMD, la explicación que aporta Roberto Muñoz es convincente para un militar con su experiencia: preservar la unidad para evitar una nueva guerra civil.

			Existen algunas aportaciones muy importantes a lo largo del libro. Nos estamos refiriendo al papel de Estados Unidos, el Vaticano y un sector de la élite económica-financiera, ligada a la cúpula de la Confederación Española de Organizaciones Empresariales(CEOE) y con afinidades al Opus Dei. 

			Los Estados Unidos siempre estuvieron informados de lo que ocurría en España, sus consejos se centraron en la prudencia (Go slow!) durante el proceso y no acelerar el reconocimiento de los comunistas. La explicación a esta prudente postura la debemos entender en las dificultades internas que vivía la potencia norteamericana tras la humillación que supuso el Watergate, a lo que se añadía la mediocridad llena de contradicciones del presidente Jimmy Carter, y la preocupación con los acontecimientos de Portugal, debido a la deriva «revolucionaria» habida en dicho país desde mediados de 1974 hasta finales de 1975. Además, en el caso de la transición española, dos fieles aliados iban a verificar el proceso: por un lado, la República Federal Alemana y, por otro, Francia. Este último quiso inmiscuirse y controlar lo que sucedía en España, lo que ensanchó las rivalidades históricas y dio como resultado el veto francés («giscardazo») durante unos años a las negociaciones de adhesión a las Comunidades Europeas. 

			No debe sorprender, aunque fuera lógico, el descontento de los demócratas españoles tras el 23-F, cuando el secretario de Estado estadounidense Alexander Haig declaró que era un «asunto interno». España no estaba entre las preocupaciones inmediatas del nuevo presidente, Ronald Reagan.

			El Vaticano mantuvo una actitud de alejamiento de la dictadura durante los últimos años de ésta. Tanto Juan XXIII como sobre todo Pablo VI se fueron alejando del caduco «nacionalcatolicismo» y apoyando a sectores de la Iglesia española críticos con la situación política. El nombramiento al frente de la Conferencia Episcopal del cardenal Vicente Enrique y Tarancón implicaba la profundización de una línea de renovación de acuerdo con los preceptos de Vaticano II. Ello dio lugar a incidentes importantes entre el Vaticano y el régimen de Franco, aun en vida de este, como el caso Añoveros, o la negativa del dictador a Pablo VI de conmutar las penas de muerte de miembros de ETA y el FRAP (1975).

			La Iglesia hizo su transición antes que la vida política y apostó por seguir manteniendo un trato privilegiado con el Estado (Acuerdos con la Santa Sede de 1979) y no apoyar a ningún partido que quisiera utilizar la denominación de «cristiano». Consciente de la fuerte secularización de la sociedad española, mantuvo un perfil bajo que no le impidió tratar de influir en temas como la enseñanza, el divorcio o el aborto.

			La llegada de Juan Pablo II al papado en 1978 la cogió con el pie cambiado, ya que los nuevos aires conservadores de la Santa Sede no coincidían con la actitud de la mayoría de la jerarquía española. Pero, poco a poco, el Vaticano se fue imponiendo y la moderación fue haciéndose patente. En esta línea debemos de entender el «silencio dubitativo» del 23-F, aunque el nuevo presidente de la Conferencia Episcopal, Gabino Díaz Merchán, estuviera comprometido con posiciones de progreso.

			Es excelente y muy novedosa la aportación que realiza Roberto Muñoz sobre el entramado que pretendía realizar una «transición conservadora» y su colaboración con operaciones políticas al margen de la ley o bordeando esta última. La figura de Gregorio López-Bravo, exministro de la dictadura y ligado a los tecnócratas, se nos ofrece en todo su esplendor reaccionario, junto al eterno mullidor de conspiraciones, Luis María Anson, o importantes empresarios como Juan Miguel Villar Mir o Carlos Pérez de Bricio, ambos miembros de los primeros Gobiernos de la monarquía.

			También es de destacar, el carácter reaccionario de Carlos Ferrer Salat, alejado de su etiqueta de liberal. Habiendo sido uno de los principales dirigentes entre los empresarios de Cataluña, se convirtió en el primer presidente de la CEOE y en el responsable del endurecimiento de la negociación colectiva en 1979 y 1980, lo que contribuyó a disparar el número de huelgas y a añadir más leña al fuego de la desestabilización, junto al caos en el inicio del proceso autonómico, la segunda ola de la crisis económica y el incremento de la barbarie terrorista que, en 1980, produjo 132 víctimas, es decir, durante ese año hubo un asesinato cada 2,7 días.

			La explicación detallada del 23-F es el fruto de un trabajo minucioso de archivo que dio como resultado una tesis doctoral ampliamente aplaudida y publicada en el 2015 (El 23-F. Los golpes de Estado). Sigue siendo el libro de referencia sobre el tema. Además, el autor, que muestra una permanente curiosidad intelectual, es capaz de ir mejorando su explicación con argumentos más sólidos y rigurosos, 

			La combinación entre golpismo dentro de la Constitución y fuera de ella es la pieza clave para entender lo que se produjo y por qué el golpe de Estado fracasó. A ello habría que añadir la escasa preparación técnica del golpe y alguna que otra «chapuza» que facilitó su inviabilidad, todo ello regado de enfrentamientos personales entre los golpistas. 

			Echo de menos, y sé que el tema lo conoce muy bien, una explicación más detallada de los motivos que condujeron a Adolfo Suárez a su dimisión. Pienso que fue el último servicio que hizo a España, ya que imposibilitó la utilización de la legalidad de forma espuria, conduciendo a una ilegalidad que se podía combatir.

			En fin, los lectores tienen en sus manos un libro excelente, que sabe combinar el saber académico con la alta divulgación. Su lectura es obligada y no tengo la menor duda de que se convertirá en una obra de referencia. El autor, gracias a su trabajo y dedicación, nos tiene mal acostumbrados, ya que lo que viene publicando en los últimos años es oportuno y de calidad, combinación nada fácil en los tiempos que corren. 

			ÁLVARO SOTO CARMONA

			Catedrático de la Universidad Autónoma de Madrid

		

	
		
			INTRODUCCIÓN

			La Transición… En 1995, coincidiendo con el vigésimo aniversario de la proclamación de Juan Carlos I como Rey de España y el inicio de la dinámica de cambio político que permitió el establecimiento en nuestra nación de un sistema democrático liberal permanente, se organizaron numerosos congresos en los que tanto protagonistas como historiadores analizaban ese proceso histórico. Globalmente —a pesar de las enormes diferencias ideológicas que podrían existir entre el monárquico Julián Marías, el democristiano Alfonso Osorio, el socialista José María Maravall o el comunista Simón Sánchez Montero, por ejemplo— todos consideraban el resultado como un éxito colectivo, que había convertido a España en el modelo para otros países donde tuvieron lugar transformaciones similares[1].

			No obstante, junto a esta visión globalmente positiva, convivieron otras muy críticas con este proceso de cambio político, al que consideraban como una simple modernización de la dictadura que permitió perpetuar el franquismo[2]. Esta posición minoritaria hasta 2008 comenzó a cobrar fuerza a partir de la crisis económica iniciada en ese año a la que se sumaron otras —corrupción, deterioro institucional, inestabilidad política, etc.—, transformando la percepción de los españoles sobre la Transición. 

			En la actualidad, esa visión negativa se ha consolidado en un importante sector de la población española, poniendo en tela de juicio que la Transición fuera el origen del gran consenso sobre el que se edificó la democracia española. Desde posiciones izquierdistas, el término ha sido sustituido por el de «Régimen del 78», con el objetivo de presentar al actual sistema político español como un «franquismo disfrazado», o «Segunda Restauración», para intentar ligar la Transición con el sistema caciquil creado por Antonio Cánovas del Castillo a partir de 1876[3]. Por otro lado, los nacionalistas consideran que la monarquía parlamentaria es un régimen caduco y sueña con sustituirlo por una república plurinacional con una estructura confederal que supondría la desaparición de España como nación[4]. 

			Para defender estos planteamientos, los críticos de la Transición siempre insisten en tres argumentos:

			—Que el actual sistema democrático se construyó bajo la amenaza y siguiendo los dictados de los militares[5]. 

			—Que fue posible por la traición de los principales políticos de la izquierda, particularmente los líderes del PCE, Santiago Carrillo, y del PSOE[6], Felipe González, que aceptaron el «consenso» y permitieron que los crímenes del franquismo quedaran impunes y los muertos republicanos en las cunetas[7]. 

			—Que el pueblo español deseaba una «ruptura democrática» que hubiera permitido construir un nuevo régimen político —a semejanza de lo ocurrido en Portugal tras la Revolución de los Claveles de 1974—, pero la durísima represión desencadenada por las Fuerzas de Orden Público (FOP) entre diciembre de 1975 y junio de 1976 lo impidió[8]. 

			¿Tienen alguna fundamentación empírica estos planteamientos? ¿Realmente hubiera sido posible un proceso revolucionario en la España de 1975?

			TIPOS DE TRANSICIONES


			En un libro publicado en 1975, Alfonso y Pilar Fernández-Miranda se referían a esos críticos del proceso de cambio político[9]:

			Para unos, la reforma vició de raíz una democracia que nació falsa y monstruosa. El consenso fue pasteleo antidemocrático; el perdón de ayer, contaminación, y el conjunto de la transición, mecanismo para perpetuar la dictadura […] juicios tan apocalípticos […] no nacen de un lúcido análisis de la historia: se defiende la ruptura frente a la reforma y para hacerlo se falsea la historia, idealizándola o soñándola. La idealiza quien imagina una ruptura democrática sin resistencias, sin derrotados, sin contaminaciones y sin enemigos; quien imagina una España sin pasado. Si la ruptura hubiera triunfado, ignoramos el resultado final, pero es seguro que, como todo fruto de acción humana, no habría nacido sin defectos ni hipotecas.

			El segundo falseamiento es soñar como históricamente posible lo históricamente fracasado. El mayor pecado de una opción política no es nacer imperfecta, sino ser incapaz de nacer, y quien se acerque a la historia con ojos históricos acaso convenga con nosotros en que entre 1975 y 1978 la verdadera alternativa a la reforma no era la ruptura, sino, al menos a corto plazo, el endurecimiento del Estado, la represión y la espiral de la violencia.

			La tesis recogida en este párrafo la consideramos esencialmente correcta salvo en un detalle: el peligro para el proceso de cambio político no finalizó en 1978, sino en 1981. Porque hasta esa fecha existió una posibilidad real de involución. Para desarrollar esta idea, partimos de la siguiente hipótesis: el proceso de cambio político fue consecuencia del triunfo de dos dinámicas —transición institucional y transición militar— y del fracaso de una tercera —transición paralela—.

			Por transición institucional entendemos el conjunto de cambios legislativos y de decisiones políticas que permitieron transformar el régimen dictatorial franquista en un sistema democrático homologable a los existentes en el mundo occidental y en una de las pocas democracias plenas que existen en el mundo. Se trató de una dinámica compleja, cuyo origen hay que situarlo en las transformaciones socioeconómicas que habían tenido lugar en España desde los años sesenta del siglo XX, y en las políticas de Europa Occidental que habían convertido el régimen autoritario español en una excepción en el escenario democrático[10]. Este proceso de cambio no solo afectó al ámbito estrictamente político, sino, además, al social y económico, lo que permitió a España dotarse progresivamente de un Estado de bienestar inexistente en 1975. No fue una dinámica fácil, ya que se dio en medio de la grave crisis económica y política que tuvo lugar a partir de 1979. Además, estuvo azotada por la violencia (más de 700 muertos)[11] y su desarrollo vino definido por la sucesión de acontecimientos que se produjo entre 1975 y 1978, fundamentalmente; en particular, la relación de fuerzas entre los herederos del franquismo y las fuerzas de la oposición —«correlación de debilidades», como escribió Manuel Vázquez Montalbán— sin que existiese ningún plan preestablecido. Por eso rechazamos la tesis desarrollada por Fernández Monzón de que la Transición fue diseñada por el Servicio Central de Documentación (SECED), la Agencia Central de Inteligencia (Central Intelligence Agency, CIA), el Servicio de Inteligencia de la República Federal Alemana (Bundesnachrichtendienst), la Secretaría de Estado de Estados Unidos y la Cancillería de la República Federal Alemana[12], si bien es cierto que el Gobierno norteamericano recibió cumplida información de los pasos que se fueron dando para lograr el establecimiento de la democracia en nuestro país[13].

			Bajo la denominación de transición paralela incluimos a los diferentes planes que un importante sector de la élite económica, política y militar conservadora puso en marcha a partir de la primavera de 1977, con el objetivo de sustituir a Adolfo Suárez como condición sine qua non para controlar el proceso de cambio político y convertir a España en una democracia limitada, en un «franquismo coronado», donde dicha élite controlase no solo el proceso de toma de decisiones políticas, sino también el conjunto de relaciones económicas y laborales. De estos planes siempre tuvieron conocimiento determinados jefes y oficiales adscritos a los servicios de información, que en los años finales del franquismo entraron en contacto con importantes personalidades del mundo civil para preparar el proceso de cambio una vez muerto el dictador. Sin embargo, y en contra de lo que defendió Jesús Palacios[14], estos miembros de las Fuerzas Armadas ni lideraron ni fueron los artífices de estos proyectos, sino que actuaron subordinados a esa élite.

			Finalmente, la transición militar fue el conjunto de normas jurídicas y decisiones políticas que pusieron fin al poder militar heredado del régimen franquista. Las Fuerzas Armadas eran la única institución del Estado con capacidad para detener el proceso de cambio político, y su control definitivo por el poder político no culminó hasta 1986. Durante los años trascurridos hasta esa fecha, en su seno se desarrollaron diferentes operaciones involucionistas que pretendieron, en algunos casos, frenar el desmantelamiento del franquismo en los primeros años de la Transición y «moderar», e incluso destruir, el sistema democrático tras la aprobación de la Constitución de 1978.

			ESTRUCTURA DE LA OBRA


			Esta obra se estructura en seis partes claramente diferenciadas. En la primera se estudia, por un lado, el surgimiento de las instituciones militares modernas en el mundo occidental, así como la cultura sobre la que se construyeron, y las distintas formas que adoptan los militares para intervenir en el proceso de toma de decisiones políticas. Por otro, se analiza la división de la élite política durante el final del franquismo, así como las bases sobre las que se estructuraba entonces el poder militar. La idea central alrededor de la que se articula este análisis es el doble pacto sobre el que se construyó el franquismo: el primero, suscrito entre los militares que se sublevaron en julio de 1936; el segundo, entre un grupo de estos y los líderes de las organizaciones políticas que les apoyaron.

			La segunda parte, denominada fase de influencia, aborda el periodo de Carlos Arias Navarro como presidente del Gobierno (1975-1976), así como las diferentes intervenciones militares que se produjeron en ese tiempo.

			La tercera, fase de blackmail, abarcael primer periodo de gobierno de Adolfo Suárez, desarrollado entre julio de 1976 y junio de 1977, que se caracterizó por la puesta en marcha del proceso de cambio político y el inicio de la transición militar. Para frenar estas dinámicas, determinados sectores militares intentaron intervenir en el proceso de toma de decisiones políticas, especialmente tras la legalización del PCE el 9 de abril de 1977.

			La cuarta parte, denominada fase de desplazamiento y suplantación, se desarrolla entre junio de 1977 y febrero de 1981. En la misma, se explican las principales operaciones golpistas previas al 23-F —«Operación Galaxia» e «Intentona Torres Rojas»—, así como las operaciones puestas en marcha durante este periodo para derribar a Suárez, con especial atención a la más importante: la «Solución Armada», llamada así por referencia al general de división Alfonso Armada Comyn, el militar que debía convertirse en presidente de un Gobierno de concentración nacional integrado por los principales partidos políticos.

			La quinta parte aborda el golpe de Estado del 23-F, analizando las distintas fases en las que se divide este acontecimiento, así como la actitud de Estados Unidos y la jerarquía católica durante su desarrollo.

			La sexta parte, que hemos llamado golpismo neofranquista, se divide en dos capítulos, en el primero, se analiza el periodo de gobierno de Leopoldo Calvo-Sotelo y las operaciones golpistas que tuvieron lugar en esos años. En el segundo, se explica la política militar del PSOE que supuso la culminación de la transición militar, así como las últimas operaciones involucionistas que se produjeron en España. La característica fundamental de este periodo fue el papel dirigente de la extrema derecha neofranquista militar y también civil en estas acciones.

			Para construir la obra hemos utilizado numerosas fuentes, incluyendo las bibliográficas y hemerográficas. No obstante, destacamos dos. Por un lado, las orales, constituidas por los testimonios de numerosos protagonistas de aquellos años, especialmente del golpe de Estado del 23-F, que nos han proporcionado datos inéditos sobre este periodo histórico.

			Por otro, las documentales, donde resultan de especial trascendencia el sumario, la vista oral y las sentencias de la Causa 2/81 (golpe de Estado del 23-F) y de la Causa 559/78 («Operación Galaxia»), cedidas por el letrado Ángel López-Montero y Juárez, que permiten reconstruir ambas operaciones golpistas con gran profundidad. Igualmente, nos han resultado de par­ticular utilidad los informes que el entonces comandante de Infantería Diplomado de Estado Mayor (DEM) Manuel Fernández-Monzón Altolaguirre enviaba al entonces vicepresidente del Gobierno, teniente general Manuel Gutiérrez Mellado, porque permiten vislumbrar el inicio de la transición paralela, así como la paulatina degradación de las relaciones entre el Gobierno y las Fuerzas Armadas y el surgimiento de tendencias involucionistas y contrarias a la democracia en el seno de los Ejércitos. Las memorias inéditas del teniente general Andrés Cassinello Pérez, La huella que deja el tiempo al pasar, proporcionan la visión sobre la Transición de uno de los militares más importantes de la reciente historia de España, así como el papel que jugó en algunos de los acontecimientos más importantes de este periodo. Por último, los documentos depositados en los Archivos Nacionales de Estados Unidos permiten conocer la información que los embajadores que se sucedieron en Madrid enviaron a Washington sobre el proceso de cambio político, así como los encuentros que mantuvieron con importantes personalidades de la época[15].

			


		
			PRIMERA PARTE 
LAS INSTITUCIONES MILITARES MODERNAS


			1 
LAS FUERZAS ARMADAS COMO ACTOR POLÍTICO


			EL ORIGEN DE LOS EJÉRCITOS MODERNOS


			La existencia de una fuerza armada al servicio de una comunidad política es tan antigua como la propia humanidad. Sin embargo, las actuales instituciones castrenses occidentales tienen su origen en el periodo de las revoluciones liberales (1789-1848), particularmente entre 1815 y 1848. En estos treinta y tres años se crearon los ejércitos modernos, con el objetivo fundamental de salvaguardar el orden interno de los países del continente, es decir, con una clara «vocación interior», y también, aunque en menor medida, con el objetivo de defender las fronteras, ligándose ideológica y políticamente —y también social y económicamente— con las élites tradicionales. El resultado fue el surgimiento de una cultura militar de corte conservador, incluso reaccionario, articulada en torno a un conjunto de valores muy precisos[16]: 

			—	Ultranacionalismo primario, apoyado en una mística y en unos conceptos clave, como el amor a la patria o el deber de defenderla frente a cualquier enemigo[17].

			—	Apartidismo, pero no apoliticismo, siendo dominante la ideología conservadora.

			—	Profesionalismo, que les llevó a considerar los asuntos militares dentro de su esfera exclusiva de decisión, impidiendo y rechazando la intervención de los civiles en los mismos[18].

			—	Cohesión interna.

			—	Importancia del honor, del deber, de la jerarquía, de la disciplina y del espíritu de sacrificio como valores fundamentales de la profesión militar.

			—	Lealtad a la Corona.

			—	Autonomía frente a los políticos civiles.

			—	Rechazo del liberalismo, de la democracia y, sobre todo, de los movimientos obreros por su internacionalismo de clase.

			—	Empleo de la violencia extrema como la mejor solución para hacer frente a los problemas político-militares[19], que implicaba la búsqueda de una «solución final» que proporcionase «resultados permanentes»[20]. «Este tipo de pensamiento conducía al deseo de exterminar»[21] al enemigo, fuera cual fuese, interno o externo.

			El sociólogo británico Christopher Dandeker sintetizó la esencia de esta profesión: «El Ejército es único en la naturaleza y alcance de las exigencias que impone a su personal. Están obligados a entrenarse para matar y sacrificarse, para participar en una comunidad militar donde uno trabaja, convive y se socializa con el personal de servicio y, cuando es necesario, para responder a un compromiso de veinticuatro horas con el riesgo de separación de la familia de forma inmediata»[22]. Esta cultura militar cada vez más opuesta a la política dominante en Europa Occidental durante el siglo XIX, provocaría numerosos conflictos entre los militares y sus gobernantes civiles.

			En el caso de España, la asunción de la cultura militar occidental resultó lenta, ya que, a diferencia del resto de países europeos, las Fuerzas Armadas y, en concreto, el Ejército, se caracterizaron por dos líneas de actuación. Por un lado, fueron el instrumento fundamental para el establecimiento del sistema liberal en nuestro país, al derrotar a la facción militar que defendía el Antiguo Régimen en la Primera Guerra Carlista (1833-1839/1840). Por otro, los militares se convirtieron en actores clave en el proceso de toma de decisiones políticas, actuando no como miembros de una institución unida, sino como integrantes de un conjunto de facciones en las que no primaban los valores de la cultura militar occidental —respecto por el orden constituido, la defensa a ultranza de la Corona, la cohesión interna, la defensa de la jerarquía y la disciplina, y la vinculación con las élites tradicionales—, sino una cultura propia de partido. Este proceso alcanzó su punto culminante en el reinado de Isabel II (1843-1868) con el «régimen de los espadones» y, sobre todo, en la Gloriosa Revolución de 1868, cuando fueron los miembros de las Fuerzas Armadas los que derribaron la monarquía isabelina. 

			No obstante, dos procesos históricos marcaron un cambio de mentalidad en el Ejército español en los años siguientes. El primero, el Sexenio Revolucionario (1868-1874) y, más concretamente, la Primera República (1873-1874), durante la cual tuvo lugar la revolución cantonalista que puso en peligro la unidad de España. Esto ocasionó el primer golpe de Estado institucional de nuestra historia, el 3 de enero de 1874, encabezado por el capitán general de Castilla la Nueva, el teniente general Manuel Pavía y Rodríguez de Alburquerque, que fue apoyado por la totalidad del Ejército con el objetivo de evitar que el federalista Eduardo Palanca Asensi alcanzara la Presidencia de la República. Tras el triunfo de la operación se estableció una dictadura militar, encabezada por el teniente general Francisco Serrano y Domínguez, que gobernó al frente de un Ejecutivo integrado por todos los partidos, salvo el carlista y el cantonalista, y que terminó con otro pronunciamiento militar: el del general de brigada de Infantería Arsenio Martínez Campos en Sagunto (Valencia), el 28 de diciembre de 1874, que abrió paso a la restauración de los Borbones en la persona de Alfonso XII (1857-1885). 

			Durante este periodo (1874-1931) parecía que los valores que informaban la cultura militar occidental se imponían definitivamente en el Ejército español, gracias a la política de Antonio Cánovas del Castillo y a la creación de la figura del «rey soldado». Pero acontecimientos como las campañas de Marruecos (1909-1926), la aparición de las Juntas de Defensa (1917), la dictadura del general Miguel Primo de Rivera y Orbaneja, la «cuestión artillera» (1927) y las sublevaciones militares republicanas de 1930 demostraron que el proceso estaba muy lejos de consolidarse, como se manifestó durante la Segunda República (1931-1936) con la aparición de la derechista y golpista Unión Militar Española (UME) y la republicana e izquierdista Unión Militar Republicana Antifascista (UMRA). Precisamente fueron los valores propios de la cultura militar occidental los que empujaron a un sector mayoritario del Ejército a sublevarse en julio de 1936, y los límites en su asunción por la totalidad de los oficiales, lo que explicaría su división en ese momento, causa fundamental para que la rebelión se transformase en un conflicto civil[23].

			LAS CAUSAS DEL INTERVENCIONISMO MILITAR EN POLÍTICA


			En 1962, el politólogo británico Samuel E. Finer escribió[24]: 

			Las Fuerzas Armadas poseen grandes ventajas políticas con respecto a las organizaciones civiles: una notable superioridad en la organización, una condición simbólica en la cual intervienen elementos sumamente emocionales y el monopolio de las armas. Constituyen una corporación o una orden prestigiosa, que goza de gran superioridad en cuanto a las maneras de emplear la fuerza. La duda, por tanto, no está en el motivo por el cual se rebelan contra sus amos civiles, sino en la razón por la cual los obedecen alguna vez. 

			Pero, aunque la duda que planteaba Finer tenía cierta lógica, los militares normalmente se mantienen dentro de la legalidad vigente en los países occidentales. Sin embargo, en contadas ocasiones no lo hacen y deciden intervenir en el proceso de toma de decisiones políticas, e incluso se rebelan y cambian el Gobierno. ¿Por qué lo hacen? A partir de las aportaciones de Samuel Huntington[25], Morris Janowitz[26] o el propio Finer, se pueden establecer nueve causas que explican esta forma de actuar, todas ellas íntimamente relacionadas con los principios y valores que informan la cultura militar occidental: 

			1.	Patriotismo versus supremacía civil. 

			Los miembros de las Fuerzas Armadas consideran que su lealtad a la nación se sitúa por encima de la obediencia a las autoridades civiles. Un militar perteneciente a una nación considerada la cuna de la democracia, el general Douglas MacArthur, realizó la definición más acabada sobre este principio: «Descubro que existe un nuevo y peligroso concepto hasta ahora desconocido, según el cual los miembros de nuestras Fuerzas Armadas deben toda adhesión y lealtad a los que temporalmente ejercen el poder en la rama ejecutiva del Gobierno y no a la nación y su constitución que por juramento estamos obligados a defender. Ninguna premisa podría ser más peligrosa»[27]. Por tanto, si se ven obligados a elegir entre «salvar» a la nación y obedecer al Gobierno, siempre optarán por la primera.

			2.	El profesionalismo como dilema. 

			Huntington consideraba que los valores civiles y militares eran contrapuestos. Por tanto, para evitar que las Fuerzas Armadas pudiesen intervenir en el proceso de toma de decisiones políticas, había que favorecer su profesionalismo, es decir, procurar que los oficiales se centrasen en sus tareas técnicas. Como resultado, era posible establecer un control civil objetivo sobre los ejércitos, modelo ideal para articular las relaciones entre el poder civil y los militares, porque se basa en un equilibrio por separación. En este modelo, las autoridades civiles definen la política de defensa y militar, y asignan los recursos para las Fuerzas Armadas, mientras las castrenses son responsables de su instrumentación. El resultado es el nivel más bajo posible de poder político para los miembros de las Fuerzas Armadas, al hacerlos neutrales en el ámbito público, al tiempo que preserva los valores y la autonomía necesaria para la existencia de la profesión militar[28]. Sin embargo, los estudios de Finer[29] y Janowitz[30] han discutido esta hipótesis a partir de diversos ejemplos, como el del Ejército alemán y el japonés del periodo de entreguerras, instituciones fuertemente profesionales, pero intervencionistas en el ámbito político. La posición de estos dos sociólogos se ajusta más al devenir histórico que la de Huntington, pues los militares nunca están aislados de lo que ocurre a su alrededor, sino que mantienen una actitud «vigilante», optando por intervenir cuando consideran que se está poniendo en peligro a la nación. 

			3.	El destino manifiesto de las Fuerzas Armadas. 

			Los militares se definen por su servicio exclusivo a la nación y no a ningún partido político o institución, por su defensa a ultranza —incluso con su propia vida, su independencia y su integridad personal— y por su nacionalismo primario. El resultado es que consideran su misión como «sacrosanta» y que su deber es intervenir y «salvar la nación» cuando está en peligro[31]. Manuel Díez-Alegría desarrolló esta idea de forma muy descriptiva: «Pueden existir casos, enormemente restringidos, en que las Fuerzas Armadas pueden, sin afiliarse a ninguna corriente de opinión determinada, pero haciéndose eco del sentimiento general de su país, recoger de la calle los atributos del poder para impedir con ello la pérdida de la nación, al perderse sus esencias fundamentales»[32].

			4.	La necesidad de prestigio de las Fuerzas Armadas en la sociedad.

			Los ejércitos presentan dos graves debilidades cuando intervienen en el ámbito político: la primera, su incapacidad técnica para administrar una comunidad desarrollada; la segunda, su falta de legitimidad para gobernar al carecer de título moral para hacerlo[33]. Por eso necesitan legitimar sus actuaciones en el ámbito público con el sostén de un sector de la sociedad civil, e incluso precisan de su apoyo cuando toman el poder para proceder a la gestión de los asuntos públicos. 

			5.	La defensa del interés nacional. 

			Los militares, como guardianes de las esencias de la nación, se consideran legitimados para intervenir cuando alguna decisión de las autoridades civiles pone en peligro —según su criterio— los intereses permanentes de la nación. Por ello defienden situarse al margen de la autoridad pública, para poder intervenir contra ella cuando lo estimen necesario[34].

			6.	La defensa de intereses sectoriales. 

			Las Fuerzas Armadas también intervienen en el proceso de toma de decisiones políticas para defender intereses de clase o de un grupo social en concreto (por ejemplo, los militares iberoamericanos en defensa de las oligarquías tradicionales), regionales (por ejemplo, el Ejército español contra los nacionalismos periféricos) o corporativos (por ejemplo, defensa de la autonomía militar)[35]. 

			7.	La existencia de frustraciones en las Fuerzas Armadas. 

			Un caso muy notable en este sentido son las derrotas militares contra un enemigo exterior, que provocan una sensación de fracaso entre los miembros del Ejército y un deseo de desquite, que les lleva a intentar participar en el proceso de toma de decisiones políticas. Ejemplos de esta dinámica fueron la participación de unidades del Ejército alemán en el golpe de Estado de Kapp-Luttwitz (1920), tras la derrota en la Primera Guerra Mundial, o el «putsch de Argel» de 1958, que llevó al poder al general Charles de Gaulle en Francia. La frustración también puede aparecer cuando los miembros de las Fuerzas Armadas sufren ataques frente a los cuales no pueden defenderse utilizando de forma ortodoxa su formación técnica. Es el caso, por ejemplo, de los atentados terroristas.

			8. La incapacidad de las autoridades civiles para acabar con los problemas del país. 

			Como ejemplos se pueden citar una situación de crisis económica persistente, de inestabilidad política prolongada en el tiempo o una oleada de ataques terroristas. 

			9. La existencia de una coyuntura favorable a una intervención militar, producto precisamente de la incapacidad de las autoridades civiles para poner fin a los problemas del país. 

			Por tanto, la clave para evitar la intervención de las Fuerzas Armadas en el ámbito público no está directamente relacionada con el tipo de control que se ejerza sobre sus integrantes —aunque resulta evidente que cuanto mayor sea la autonomía de los militares más se incrementarán las posibilidades de que actúen en el campo de la política—, sino en que no exista una coyuntura favorable a esa dinámica. Si esta aparece, las posibilidades de que decidan participar en el proceso de toma de decisiones políticas aumentan notablemente. Esto fue lo que ocurrió en España durante el periodo de la Transición, cuando se dieron las nueve causas mencionadas. 

			LAS FORMAS DE INTERVENCIONISMO MILITAR


			La intervención de los militares en el ámbito público se produce siempre que existe una coyuntura favorable que la alimenta. Sin embargo, eso no significa que siempre opten por actuar de forma violenta, desalojando al Gobierno de turno del poder. Por el contrario, procuran hacerlo de forma escalonada, evitando situaciones traumáticas y buscando un apoyo civil para sus acciones. La razón de esta actuación gradual radica en que, por un lado, prefieren evitar situaciones de inestabilidad y violencia cuyas consecuencias pueden ser imprevisibles. Y, por otro, porque una intervención fuera de la legalidad puede significar para ellos la pérdida de sus carreras, la prisión o incluso la muerte. Finer estableció una tipología del intervencionismo militar en política, distinguiendo cuatro formas:

			—	La primera la denominó de influencia, y la consideraba propia de países con una cultura política desarrollada. Se produce cuando los militares, a través de su élite, tratan de influir en el Gobierno siguiendo los cauces establecidos con el fin de atraerlos a su propia forma de pensar, pudiendo incluso llegar a rivalizar con las autoridades civiles y discutir con ellas, pero sin traspasar nunca los límites de la legalidad[36]. 

			—	La segunda era el blackmail, asociada a países de menor cultura política. Esta forma de intervención implica la amenaza de no colaborar con las autoridades civiles, la desobediencia directa, la intimidación e incluso la amenaza de violencia contra el Gobierno si no se ajusta a los dictados de las Fuerzas Armadas[37]. Los sucesos que tuvieron lugar en Francia en 1958 y que culminaron con el ascenso al poder del general Charles de Gaulle se situarían dentro de este tipo de intervención militar. 

				En cualquier caso, estas dos formas resultan a veces difíciles de distinguir, sobre todo cuando los «consejos» de los militaresvan acompañados de amenazas implícitas, aunque no violentas, si no se toman en consideración.

			—	El tercer tipo recibe el nombre de desplazamiento, propio de países con baja cultura política. Consiste en la sustitución de un Gobierno civil por otro gracias a la acción de las Fuerzas Armadas. Este «desplazamiento»puede realizarse por tres cauces: la amenaza de una intervención militar, la negativa de las Fuerzas Armadas a defender al Gobierno frente al desorden civil y la violencia militar. Esta última, a su vez, puede tomar tres formas: el ataque directo por parte de las Fuerzas Armadas al Ejecutivo (golpe de Estado), la rebelión sucesiva de las guarniciones militares (cuartelazo o pronunciamiento) o la combinación de ambas[38]. 

			—	La cuarta forma es la denominada suplantación, y es también propia de países de baja cultura política. Consiste en sustituir el Gobierno civil por un Gobierno militar, y se desarrolla siguiendo los mismos cauces que el «desplazamiento»[39].

			No obstante, para que cualquiera de estas formas de intervención triunfe es necesario que se den estas tres condiciones: 

			1.	La unidad de las Fuerzas Armadas. Toda intervención militar alcanza un éxito completo cuando las distintas ramas del Ejército actúan conjuntamente y sin que existan divergencias en el seno de las mismas. Por el contrario, si se dividen, la intervención militar puede terminar en fracaso, e incluso desembocar en una guerra civil. Eso fue lo que ocurrió en España en 1936.

			2.	La existencia de un líder. Es del todo imposible que una intervención militar —de la forma que sea— alcance el éxito si las Fuerzas Armadas no tienen un líder indiscutido. Si no lo hay, se producirán divisiones, tensiones y facciones, debilitando la intervención del Ejército y provocando su fracaso.

			3.	El reconocimiento del nuevo Gobierno por, al menos, una gran potencia. Esta condición es absolutamente necesaria en el caso de las intervenciones de «desplazamiento» y «suplantación».

			Durante la Transición tuvieron lugar diferentes intervenciones militares que responden a esta tipología. Sin embargo, ninguna tuvo éxito porque no se dieron las dos primeras circunstancias —falta de unidad en las Fuerzas Armadas y ausencia de un líder—, que constituyen condición sine qua non para su triunfo[40].

			2 
CIVILES Y MILITARES EN EL TARDOFRANQUISMO (1973-1975)

			EL FRANQUISMO, UN RÉGIMEN «DUAL»


			Durante el mes de junio y la primera quincena de julio de 1936, los generales de división Miguel Cabanellas Ferrer y Gonzalo Queipo de Llano, y el de brigada de Infantería Emilio Mola Vidal —con el apoyo del teniente general José Sanjurjo Sacanell y del general de división Manuel Goded Llopis— tejieron una serie de acuerdos con las organizaciones políticas de centro y derecha, desde el republicanismo liberal hasta la extrema derecha monárquica alfonsina y carlista, que en las elecciones del 16 de febrero de 1936 sumaron cerca del 50 por ciento de los votos. Por estos pactos, los civiles se adherían a la conspiración en marcha. Como contraprestación, los militares se comprometieron a entregarles el poder, tras un periodo transitorio en el que los cinco militares citados lo ejercerían conformando un directorio bajo la Presidencia de José Sanjurjo. Así nació la «gran coalición» de partidos que apoyó la sublevación que comenzó el 17 de julio de 1936[41].

			Sin embargo, las muertes de Sanjurjo y Goded y el ascenso del general de división Francisco Franco Bahamonde —no signatario de esos acuerdos— los invalidó, máxime cuando este militar decidió permanecer en el poder hasta su muerte. Para lograr este objetivo tomó la decisión de controlar estas organizaciones unificándolas bajo su mando. El 19 de abril de 1937 se creó la Falange Española Tradicionalista y de las Juntas de Ofensiva Nacional Sindicalista (FET y de las JONS)[42], partido político, transformado en 1968 en el Movimiento Nacional, en el que pronto se distinguieron cuatro «familias» que se correspondían con los principales partidos que apoyaron la rebelión del 17 de julio de 1936: católicos, herederos de la CEDA; monárquicos, seguidores de Juan de Borbón, hijo de Alfonso XIII y padre de Juan Carlos I, herederos de Renovación Española (RE); tradicionalistas, seguidores de la rama carlista, herederos de la Comunión Tradicionalista (CT), y falangistas o «azules», herederos de Falange Española. 

			En 1957 apareció una nueva «familia», los tecnócratas, ligados al instituto seglar Opus Dei[43], apoyada por el almirante Luis Carrero Blanco e integrada, entre otros, por Laureano López Rodó, José María López de Letona y, sobre todo, Gregorio López-Bravo, el «más dotado para la política […], inteligente, listo y simpático con toda clase de gente, que se declaraba independiente y liberal»[44], un personaje «único en lo social: un tipo tan guapo, tan joven, tan listo, tan ejecutivo, tan eficaz»[45]. Estas características le convertirían en el personaje clave de la transición paralela entre 1977 y 1979. Su programa político se articuló sobre cuatro ideas fundamentales: el desarrollismo socioeconómico, el reformismo administrativo, el inmovilismo político y la defensa de Juan Carlos de Borbón como sucesor de Franco, encabezando una nueva monarquía neotradicionalista instaurada ex novo[46]. Fue esta «familia», dominante en los Gobiernos de la década de los años sesenta, la responsable del crecimiento económico que tuvo lugar en ese periodo, de la institucionalización definitiva del franquismo con la aprobación de la penúltima ley fundamental, la Ley Orgánica del Estado (LOE)[47], y de la elección de Juan Carlos de Borbón como sucesor a título de Rey el 22 de julio de 1969. 

			El pluralismo político limitado, que se conformaba en torno a estas «familias», fue clave en la supervivencia y evolución del régimen, ya que permitió al general Franco reemplazar a la élite política en función de las circunstancias, muchas veces derivadas de la evolución del panorama internacional.

			Paralelamente a lo que había ocurrido con los grupos políticos que apoyaron la sublevación del 17 de julio de 1936, los militares que la dirigieron establecieron dos pactos entre ellos, sin intervención de civiles. El primero fue suscrito entre Mola, Queipo de Llano y Cabanellas para dotar de un programa político a la rebelión, idea plasmada en la instrucción reservada «El Directorio y su obra inicial», de 5 de junio de 1936. De su contenido fueron informados puntualmente Goded y Sanjurjo, pero también el resto de los conspiradores militares y civiles[48]. El segundo, concluido el 27 de septiembre del mismo año, sirvió para que un grupo de generales eligieran a Franco como jefe del Estado Español y Generalísimo de los Ejércitos[49]. El resultado fue que las Fuerzas Armadas no se conformaron como una «familia» dentro del franquismo —a pesar de que tanto Amando de Miguel como Javier Tusell la conceptualizaron como tal—, sino como un poder autónomo superior a cualquiera de esos grupos políticos, ya que habían sido el poder constituyente y eran el principal garante del franquismo[50].

			Esta alianza entre civiles —agrupados en FET y de las JONS— y militares, a la que durante el conflicto civil se unió la Iglesia católica, convirtió al franquismo en un régimen «dual», tal y como lo definió Finer, donde estas tres instituciones tenían sus propios intereses —bajo el arbitrio supremo del dictador—, a veces opuestos a los de las otras, y a la vez constituían los tres pilares sobre los que se articulaba el régimen[51].

			LA DIVISIÓN DE LA ÉLITE CIVIL: INMOVILISTAS, APERTURISTAS Y REFORMISTAS


			Un documento confidencial de la Dirección General de Seguridad, fechado en 1966, ya advertía de que de los tres pilares de la dictadura, «el catolicismo, el Ejército y la Falange», únicamente el segundo aparecía «firme, unido como realidad y esperanza de continuidad». El catolicismo mostraba signos de división en torno a tres problemas: «el clero separatista; la lucha interna entre sacerdotes conservadores y sacerdotes avanzados; y la actitud de cierta parte del clero frente a las altas jerarquías eclesiásticas»[52]. Por su parte, la élite política, englobada bajo la denominación de «Falange», también comenzaba a dividirse como consecuencia de las dinámicas desencadenadas por los cambios socioeconómicos y políticos que tuvieron lugar en esa década[53]:

			—	La pérdida de peso de los argumentos utilizados para justificar el nacimiento y la perpetuación de la dictadura.

			—	La creciente división de la clase política franquista, fruto de los enfrentamientos entre tecnócratas, «azules» y católicos, y de las divergencias respecto a los objetivos que el régimen debía alcanzar.

			—	La sucesión en la Jefatura del Estado, solución que no fue del agrado de todas las «familias».

			—	La confluencia de las visiones del franquismo y de la derecha antifranquista.

			—	El contexto internacional adverso al régimen, que se hizo especialmente irreversible con la caída de las dictaduras de Portugal y Grecia en 1974.

			—	La modernización y secularización de la sociedad española, cuya consecuencia fue la demanda de derechos y libertades.

			Estas dinámicas provocaron la desaparición de facto de las antiguas «familias» como sectores ideológicos y la división de la élite política franquista en diferentes grupos, lo que a la postre fue clave para el desmantelamiento del régimen. El primero era el de los inmovilistas, integrado por figuras de la primera generación del Movimiento (combatientes en la Guerra Civil), como los «azules» Raimundo Fernández-Cuesta o José Antonio Girón de Velasco, o el católico Blas Piñar, y de la segunda generación (nacidos en los años veinte del siglo XX), como la mayoría de los tecnócratas. Esta corriente se «erigía en defensora de la integridad de los principios del 18 de julio y, por tanto, de la necesidad de mantener incólumes los mecanismos doctrinales, institucionales y de control social tal y como se habían establecido en la posguerra»[54]. Tenían una fuerte presencia en las Cortes, pero, sobre todo, en el Consejo Nacional del Movimiento, la cámara alta del franquismo[55]. 

			El segundo grupo era el de los aperturistas, integrado fundamentalmente por «azules» de la primera generación del Movimiento, como José Solís Ruiz y Alejandro Rodríguez de Valcárcel; de la segunda, como José Utrera Molina y Fernando Herrero Tejedor, y de la tercera (nacidos en los años treinta del siglo XX), como Adolfo Suárez. Este grupo buscaba «una tímida liberalización de las estructuras de acción política para renovar y ampliar las bases de apoyo a la dictadura mediante las asociaciones políticas y asegurar con ello la continuidad de un Movimiento Nacional en el que cupiese todo el espectro del pluralismo político legal»[56]. Es decir, la modernización de las estructuras políticas del franquismo para permitir una mayor participación ciudadana, pero sin modificar la naturaleza del régimen. Su presencia era especialmente importante en la estructura del Movimiento Nacional.

			El tercer grupo era el de los reformistas, «partidarios de acometer, tras la muerte de Franco, una transición que, sin rupturas radicales con el sistema, permitiese a las instituciones evolucionar hacia la democracia pluralista»[57]. Su visión del futuro, siempre tras la muerte de Franco, era consecuencia «de un proceso de adaptación a las demandas de la sociedad civil»[58]. A este sector se adscribían miembros de la primera generación del Movimiento, como el monárquicoJosé María de Areilza y el «azul» Torcuato Fernández-Miranda y Hevia; de la segunda, como el «azul» Manuel Fraga Iribarne, que diseñó un proyecto de reforma política a través de asociaciones como el Gabinete de Orientación y Documentación, S. A. (GODSA) y la Federación de Estudios Independientes, S. A. (FEDISA)[59], y el católico Federico Silva Muñoz, con importantes contactos con el grupo democristiano Tácito —cantera de ministros en los Gobiernos de UCD[60]—, y de la tercera, como los reformistas «azules» Gabriel Cisneros, Rodolfo Martín Villa, Juan José Rosón o José Miguel Ortí Bordas[61]. Respecto a este grupo, deben destacarse dos dinámicas significativas. La primera, que en 1975 eran «relativamente marginales» en los aparatos de poder del franquismo[62]; la segunda, que durante el proceso de cambio político los miembros de la tercera generación se impondrían a los de la primera y la segunda pues, como afirmó un joven reformista, Joaquín Garrigues Walker (yerno de Areilza), «fueron el pasado, son en parte el presente, pero dudo que puedan ser el futuro»[63]. 

			El primer Gobierno de Carlos Arias Navarro (1974-1975) —un miembro de la primera generación del Movimiento, pero imposible de calificar dentro de la estructura ideológica del franquismo, ya que pertenecía al único sector político que apoyó la sublevación pero que no se conformó en «familia», el de los republicanos centristas y conservadores— reflejaba estas nuevas dinámicas, pues estaba formado por técnicos «aperturistas». Su programa político, plasmado en el discurso que pronunció el 12 de febrero de 1974, y conocido como el «Espíritu del 12 de febrero», proponía una liberalización del régimen, incluyendo la aprobación del Estatuto Jurídico del Derecho de Asociación Política. Sin embargo, aunque la norma se ratificó, este primer proyecto liberalizador quedó truncado por una ofensiva de los inmovilistas, que comenzaron a ser conocidos como el búnker[64]. El resultado fue una derechización de la política del Ejecutivo que culminó con el fusilamiento de tres terroristas del Frente Revolucionario Antifascista y Patriótico (FRAP) y dos de Euskadi Ta Askatasuna (ETA) el 27 de septiembre de 1975. 

			Este fracaso se produjo en un contexto complejo marcado por dos dinámicas clave. La primera, la crisis económica provocada por la subida del petróleo, consecuencia de la guerra del Yom Kipur (1973). El Gobierno decidió entonces que las repercusiones de esta depresión no recayeran en la población, dada la inestabilidad política existente, permitiendo que los salarios industriales siguiesen creciendo[65]. El resultado fue el incremento constante de dos magnitudes macroeconómicas: la inflación y el desempleo.

			TASA DE INFLACIÓN (1975-1975)[66]

			[image: Imagen 27]

			NÚMERO DE DESEMPLEADOS (1973-1975)[67]
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			La segunda dinámica fue una situación internacional inestable, definida, por una parte, por la crisis de Estados Unidos manifestada en la no victoria en la guerra del Vietnam (1964-1973), el escándalo Watergate, que obligó al presidente Richard Nixon a dimitir el 8 de agosto de 1974 —fue sustituido por Gerald Ford—, y la impopularidad internacional y supuesta debilidad del país, que llevó a sus aliados a dudar de su capacidad para cumplir sus compromisos. Esta situación fue definida, muy expresivamente, por Paul Johnson como «el intento de suicidio de los Estados Unidos»[68]. Por otro lado, estaba la situación en el Sahara Occidental, que generaba una fuerte tensión entre España y Marruecos y se puso de manifiesto en la denominada Marcha Verde del 6 de noviembre de 1975, cuyas consecuencias más graves fueron frenadas por el futuro Rey —viajó al Sahara Occidental el 2 de noviembre para apoyar a las tropas allí desplazadas[69]— y, en menor medida, por el Gobierno, evitando un conflicto bélico con el país africano. A cambio, el territorio fue inicialmente repartido entre Marruecos y Mauritania en el Acuerdo tripartito de Madrid, firmado el 14 de noviembre de 1975[70]. 

			LAS FUERZAS ARMADAS, EL PRINCIPAL BASTIÓN DEL FRANQUISMO


			A comienzos de la década de los años setenta, los militares eran el gran sostén del franquismo y constituían un poder autónomo dentro de la estructura del Estado franquista que se articulaba sobre cuatro pilares:

			1.	La fuerte cohesión interna de sus integrantes en torno a los valores de la cultura militar occidental, radicalizados como consecuencia de la Guerra Civil, por un lado, y, por otro, un sistema de ascensos basado en criterios objetivos, lo que evitó la existencia de tensiones y roces entre los componentes del estamento militar[71]. Esta forma de actuar garantizó la unidad de la élite militar, que quedó institucionalizada en los consejos superiores de los tres Ejércitos, encargados de elaborar las ternas sobre las que se elegían a los generales y almirantes[72].

			2.	La misión de defensa del régimen y de vigilancia sobre el proceso político. Esta misión se concretaba en dos ámbitos. El primero era el control del territorio nacional mediante su división en regiones militares, cuyo mando era ejercido por un teniente general —con el cargo de capitán general—, constituyendo la verdadera élite militar del Ejército de Tierra al ejercer el mando operativo de las unidades de su demarcación:

			—	I Región Militar: Madrid, Toledo, Cuenca, Ciudad Real, Badajoz, Cáceres, Ávila y Segovia.

			—	II Región Militar: Sevilla, Córdoba, Huelva, Cádiz y Jaén.

			—	III Región Militar: Valencia, Alicante, Castellón de la Plana, Murcia y Albacete.

			—	IV Región Militar: Barcelona, Tarragona, Lérida y Gerona.

			—	V Región Militar: Zaragoza, Huesca, Teruel, Guadalajara y Soria.

			—	VI Región Militar: Burgos, Logroño, Navarra, Álava, Guipúzcoa, Vizcaya, Santander y Palencia.

			—	VII Región Militar: Valladolid, Salamanca, Zamora, León y Asturias.

			—	VIII Región Militar: La Coruña, Lugo, Orense y Pontevedra.

			—	IX Región Militar: Granada, Almería y Málaga.

			—	Capitanía General de Canarias.

			—	Capitanía General de Baleares.

				Además, en 1965, en cada región militar se creó una Brigada de Defensa Operativa del Territorio (BRIDOT), con funciones de cobertura inicial de zonas, defensa de costas y fronteras, acciones contra núcleos hostiles, reducción de guerrilleros, defensa permanente de zonas fundamentales y puntos básicos de la región militar, implantación de medidas de extrema seguridad y urgencia, contención de disturbios y manifestaciones tumultuosas muy graves, y facilitación de la movilización y encuadramiento de unidades en caso necesario[73]. Por lo tanto, su misión básica era la defensa del régimen y del Estado frente a los «enemigos interiores».

				Asimismo, la propia legislación franquista convertía a las Fuerzas Armadas en el baluarte del régimen, ya que estaban legalmente legitimadas para intervenir en su defensa de acuerdo al artículo 37 de la LOE: «Las Fuerzas Armadas de la Nación, constituidas por los Ejércitos de Tierra, Mar y Aire y las Fuerzas de Orden Público, garantizan la unidad e independencia de la Patria, la integridad de sus territorios, la seguridad nacional y la defensa del orden institucional»[74].

			3.	El carácter autónomo de la Fuerzas Armadas como institución dentro de la Administración del Estado, con su propio régimen interno de funcionamiento, su dependencia directa del jefe del Estado y con amplias atribuciones en el ámbito del orden público, ya que las Fuerzas de Orden Público (FOP) estaban sometidas al fuero militar y bajo su control[75]. La manifestación más acusada de este poder era la justicia militar, cuyo máximo órgano no era un tribunal civil —como ocurría en el resto de los países occidentales[76]—, sino uno castrense, el Consejo Supremo de Justicia Militar (CSJM), creado por ley el 22 de septiembre de 1939, que reorganizaba el Ministerio del Ejército[77]. Este hecho era de capital importancia, pues revelaba que uno de los tres poderes del Estado no estaba unificado, lo que dotaba a la institución militar de la capacidad para emitir sentencias firmes. 

			4.	Su presencia en el Gobierno de España a través de tres representantes —los ministros del Ejército, de la Marina y del Aire—, que, gracias a sus valores comunes, constituían un frente unido que participaba en el proceso de toma de decisiones políticas al más alto nivel. Además, en cualquier momento podían transmitir a los ministros civiles los deseos de las Fuerzas Armadas, ejerciendo así un proceso de «influencia»continua e institucionalizada. La presencia de los Ejércitos también se manifestaba en otros dos órganos de capital importancia: el Consejo del Reino[78] y el Consejo de Regencia[79].

			Estos cuatro pilares convertían a los militares en la columna vertebral del régimen y en el garante de sus esencias. Por tanto, la desaparición del poder militar era la condición sine qua non para el establecimiento de una democracia en España.

			EL EJÉRCITO A FINALES DEL FRANQUISMO


			En 1975, la posición como poder autónomo dentro del Estado y la vocación interior eran defendidas por la inmensa mayoría de los militares españoles. No obstante, a pesar de los planteamientos compartidos, el cuerpo de oficiales del Ejército de Tierra —el más numeroso de las Fuerzas Armadas— no tenía un origen común, distinguiéndose cinco grupos perfectamente diferenciados:

			GENERALES Y ALMIRANTES, JEFES Y OFICIALES DE LAS FUERZAS ARMADAS EN 1975[80]
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			El primer grupo era residual por una cuestión de edad y estaba constituido por los militares pertenecientes a las promociones de las antiguas academias específicas de cada Arma y Cuerpo que existieron hasta la creación de la Academia General Militar (AGM) en 1927. Su formación castrense tuvo lugar en los últimos años de la monarquía de Alfonso XIII (1902-1931); por tanto, vivieron las tensiones sociales y políticas que caracterizaron a los años treinta y lucharon como oficiales de carrera en la Guerra Civil, conflicto del que guardaban un recuerdo traumático por la destrucción que trajo consigo. Un documento fechado el 31 de agosto de 1975 afirmaba lo siguiente sobre este primer grupo de militares[81]:

			[…] Con carácter general […], son conservadores, tratando de mantener las posiciones alcanzadas, sin manifestar abiertamente preferencias políticas, aunque se les supone una adhesión al régimen. Carecen de personalidad diferenciada y su prestigio entre los grados inferiores es pequeña, lo mismo como militares que como personas.

			En este grupo se encontraban todos aquellos tenientes generales que, si bien en 1975 estaban en situación B o retirados, podían influir en sus compañeros más jóvenes, destacando tres subgrupos. El primero estaba conformado por los monárquicos franquistas, especialmente los tenientes generales Joaquín Fernández de Córdoba y Ziburu y Juan Castañón de Mena, defensores de un franquismo coronado en la persona de Juan Carlos I. Castañón de Mena fue ministro del Ejército entre 1969 y 1973, supernumerario del Opus Deiy uno de los más fervientes partidarios del entonces príncipe de España. Sus ideas en la Transición las representarían el entonces general de división Jaime Milans del Bosch y Ussía, jefe de la División Acorazada «Brunete», n.º 1 (DAC) —la unidad más importante del Ejército español, acuartelada en los alrededores de Madrid— en 1975, y el de brigada de Artillería Alfonso Armada Comyn, secretario y hombre de confianza de Juan Carlos I y concuñado de Fernández de Córdoba[82].

			El segundo subgrupo era el formado por los «aperturistas», encabezados por los tenientes generales Ángel González de Mendoza Dorvier y Fernando González-Camino y Aguirre. Fueron los creadores del Centro Superior de Estudios de la Defensa Nacional (CESEDEN) y de la Escuela de Altos Estudios Militares (ALEMI), organismos que sentaron las bases para la transformación de la cultura militar española y la reforma de los Ejércitos. Desde el punto de vista político, eran partidarios de adaptar el régimen a las nuevas circunstancias socioeconómicas, pero no de su democratización total. Además, defendían el poder autónomo de las Fuerzas Armadas y su jefatura efectiva en la persona del jefe del Estado[83]. Estos planteamientos en la Transición estarían representados por el teniente general Fernando de Santiago y Díaz de Mendívil.

			Mención aparte merece la figura del «reformista» teniente general Manuel Díez-Alegría Gutiérrez, jefe del Alto Estado Mayor (AEM), órgano de coordinación de los tres Ejércitos entre 1970 y 1974. Partidario de una reforma militar que subordinase las Fuerzas Armadas al poder civil[84], la influencia de su pensamiento se puso de manifiesto durante la Transición en su hombre de confianza, el entonces general de división Manuel Gutiérrez Mellado.

			El tercer subgrupo, los «azules», estaba formado por los tenientes generales Tomás García Rebull, Alfonso Pérez Viñeta, Manuel Chamorro Martínez y Carlos Iniesta Cano. Falangistas y no monárquicos, constituían el componente militar del búnker. Su importancia era notable en aquellos momentos, como señalaba un documento contemporáneo que los calificaba como[85]

			[…] un movimiento que trata de impedir una evolución del régimen hacia una democratización. Tiene adeptos en todos los escalones del mando, incluido el Generalato, principalmente los de la reserva, y el grupo B. Representativos de estas posturas son los tenientes generales Iniesta, García Rebull, Coloma (hermano del actual ministro del Ejército), etc.

			Su inspirador político es el notario Blas Piñar, que ha sabido desarrollar una propaganda muy hábil en el Ejército, valiéndose de su revista Fuerza Nueva, que se recibe gratuitamente en todas las salas de banderas, cuarteles generales, ministerios y demás dependencias. Es notable el éxito de esta propaganda entre las unidades militares que guarnecen el Sahara, pudiendo afirmarse que una mayoría de los mandos de esta guarnición son seguidores de Blas Piñar. Esta circunstancia es muy de tener en cuenta si consideramos que estas fuerzas quizá sean hoy las más preparadas del Ejército, y que forzosamente han de incorporarse en el plazo de un año a las guarniciones españolas.

			En mayo de 1974, este subgrupo puso en marcha una operación para hacerse con dos de los destinos militares más importantes: la Jefatura del Alto Estado Mayor, sustituyendo a Díez-Alegría por Iniesta Cano, y la Dirección General de la Guardia Civil, que debía pasar a otro «azul», el teniente general Ángel Campano López. El plan fracasó porque no contó con el apoyo del resto de tenientes generales que integraban el Consejo Superior del Ejército (CSE) y porque Arias Navarro amenazó con dimitir si se llevaba a la práctica[86]. A pesar de que estos proyectos no tuviesen éxito y de que la mayoría de sus miembros estaban en situación B, influirían notablemente en dos sectores involucionistas no monárquicos durante la Transición: el del teniente coronel Antonio Tejero Molina, conocido como los «espontáneos» y del que formaba parte Iniesta Cano, y el conformado en la DAC —con algunas de sus unidades desplazadas en el Sahara en 1975— en torno a su jefe de Estado Mayor, el coronel de Artillería José Ignacio San Martín López, antiguo jefe del SECED, el servicio de información creado por el almirante Luis Carrero Blanco para combatir la subversión, que estaba destinado en la colonia española en 1975[87]. No obstante, el militar «azul» más carismático en la Transición fue el general de división Luis Torres Rojas, jefe de la DAC entre junio de 1979 y comienzos de 1980. Tanto el coronel como el general tuvieron un papel muy activo en el golpe de Estado del 23-F. Por último, uno de los líderes del Ejército en 1981 —junto a Milans del Bosch—, el teniente general Jesús González del Yerro Martínez, también podría definirse como «azul»[88].

			El segundo grupo estaba constituido por los «generales de Franco», es decir, aquellos formados bajo su dirección en la Academia General Militar entre 1928 y 1931[89]. El 20 de noviembre de 1975, diversos miembros de este grupo ocupaban los primeros puestos en el escalafón y estaban a cargo de la casi totalidad de las capitanías generales, la jefatura del Estado Mayor Central y el Ministerio del Ejército. Ideológicamente, se asemejaban a los anteriores. De entre sus miembros destacan dos que serían vicepresidentes del Gobierno en la Transición. El primero era Fernando de Santiago —«de buena formación militar; inteligente; enérgico; carece de ideas políticas; partidario del Príncipe. Tiene algún prestigio en el Ejército»[90]—, cuya simpatía por el futuro jefe del Estado, unida a su prestigio, explicaría su inclusión en el primer Ejecutivo de la monarquía. El segundo era el entonces general de división Manuel Gutiérrez Mellado, de quien se afirmaba[91]:

			[…] Inteligente; trabajador; preparado; honesto. Varios años de secretario general del Alto Estado Mayor, de donde era el alma. Jefe militar de las negociaciones con Estados Unidos, cargo que simultánea con el mencionado. Su postura política: «Las instituciones después de Franco», pero su natural inquietud frente al porvenir de España quizá le hagan cambiar de actitud. Procede de la Academia General de Franco. Prestigio entre los que le conocen.

			A este grupo también pertenecían otros cinco militares de gran importancia en el proceso de cambio político: Francisco Coloma Gallegos, ministro del Ejército (1973-1975), «totalmente afecto al régimen»; su sucesor, Félix Álvarez-Arenas Pacheco, «muy afecto a Franco»; Federico Gómez de Salazar Nieto, «afecto al régimen»; Antonio Ibáñez Freire, «muy afecto al régimen»; Tomás de Pidal y Liniers, «inteligente; bien preparado militarmente; de tendencia monárquica, pero en la misma postura política que el anterior [Gutiérrez Mellado]. Prestigio entre los que le conocen», y Mateo Prada Canillas, «poco inteligente; poco culto; poca personalidad. Quiere hacer méritos que compensen sus deficiencias. Carece de prestigio en todos los escalones»[92].

			El tercer grupo lo integraban los militares que habían ingresado en el Ejército durante la Segunda República, combatiendo en la Guerra Civil y en muchos casos en la División Azul. El día de la muerte de Franco, solo tres militares de este grupo habían alcanzado el grado de teniente general[93]. Era, sin duda, el conjunto más importante porque su avance en los escalafones durante los primeros años de la Transición los iba a convertir en los auténticos protagonistas militares del periodo[94]: 

			Parece, como consecuencia de un pequeño muestreo que se ha hecho, que la tendencia de estos generales es de apoyo al régimen, aunque con una mayor inquietud política como consecuencia, quizá, de sus estudios universitarios, que muchos han completado después de la guerra. Abundan entre ellos los diplomados de Estado Mayor, que son, en general, lo mismo en este nivel que en los inferiores, los más abiertos políticamente, pues su paso por la Escuela de Estado Mayor y los destinos en el Estado Mayor Central, cuarteles generales y agregadurías militares en el extranjero, les amplia el plano de visión de la política española, al disponer de más ocasiones de contrastarla con las de otras naciones occidentales.

			Entre las figuras más destacadas se encontraban José Vega Rodríguez, «poca formación cultural; ambiciones políticas; tiene contactos con grupos de la oposición moderados, conocidos del Gobierno. Prestigio discutido»; Milans del Bosch, «inteligencia media; buena preparación militar; pocas simpatías: muy afecto al régimen y al Príncipe. Algún prestigio»; Pedro Ferry Gordon, «señorito andaluz. Conservador; poca formación, tanto civil como militar. Muy del régimen. Desprestigiado por su conducta privada»[95]; González del Yerro Martínez, y José Gabeiras Montero. 

			El cuarto grupo lo integraban los alféreces provisionales. Procedían del mundo civil y habían ingresado en el Ejército de Tierra durante la Guerra Civil. Al finalizar el conflicto, 10.709 oficiales de este grupo[96] se incorporaron al mismo como profesionales, engrosando los escalafones. Se caracterizaban por «una mayor adhesión al régimen»[97]. Cinco alféreces provisionales tendrían especial importancia en la Transición:

			—	El «azul» Campano López, el primer provisional que alcanzó el empleo de teniente general y que en 1975 era capitán general de la I Región Militar —la más importante»—. Se le describía como «politizado; en el mundo de los negocios; ambicioso. Muy afecto a Franco. Se supone irá a la casa del Generalísimo en octubre. También se habla de él como ministro del Ejército y jefe del Gobierno. Poco prestigio en el Ejército por su politización»[98].

			—	El monárquico franquista Armada, supernumerario del Opus Dei, vinculado a los tecnócratas, secretario del Príncipe de España en 1975 y caracterizado «por su postura conservadora (del búnker) y conocidas simpatías por Blas Piñar»[99]. 

			—	El monárquico aperturista general de brigada de Artillería Álvaro de Lacalle Leloup[100], supernumerario del Opus Dei; colaborador del tecnócrata Mariano Navarro Rubio por su condición de economista y uno de los fundadores de la revista Fuerza Nueva[101].

			—	El también supernumerario del Opus Dei y, en 1975, jefe del Servicio de Información Bisdel Ejército (SIBE), coronel de Artillería DEM José María Sáenz de Tejada y Fernández de Bobadilla. 

			—	El sucesor de Armada al frente de la secretaría de Su Majestad el Rey a partir de 1977: el no definido ideológicamente general interventor —equivalente a general de brigada— Sabino Fernández Campo.

			El quinto grupo estaba constituido por los oficiales de la Academia General Militar formados a partir de 1941. No era un colectivo homogéneo. Fernando Puell lo dividió en tres subgrupos[102]. El primero estaría formado por las promociones comprendidas entre 1942 y 1951. Ideológicamente se aproximaban a los alféreces provisionales, de los que les separaba su superior preparación técnica y profesional, rasgo que aireaban para marcar distancias con ellos[103]: 

			Podríamos decir que, en este escalón, debido a la circunstancia mencionada de haber participado o no en la guerra y a la distinta formación técnica de cada uno de los grupos, es donde se produce una «ruptura» en la escala de mandos del Ejército. 

			A este subgrupo pertenecían algunos de los militares más importantes de la Transición: Tejero Molina, miembro de la X promoción (1951), y los integrantes de la más famosa de las conspiraciones militares de este periodo, la de los «coroneles», liderada por San Martín, perteneciente a la primera promoción (1942). Pero también los miembros de los servicios de inteligencia, especialmente del SECED, que en los últimos años del franquismo establecieron relaciones con el mundo civil con el fin de diseñar el proceso de cambio político, como Juan María de Peñaranda, Cassinello Pérez, Juan Valverde Díaz, José Faura Martín o Fernández-Monzón[104], y los que colaboraron directamente con el proyecto de reforma de Fraga en GODSA, como Javier Calderón Fernández o Florentino Ruiz Platero[105].

			El segundo subgrupo, comprendido por las promociones de 1952 a 1963, componía un conjunto peculiar, muy atípico en un régimen autoritario, debido a que nadie se preocupó de formarles ideológicamente. Se les exigió estudiar táctica, tiro, topografía, etc., pero se les permitió cultivar la mente de forma más libre, datos que reflejaba el informe ya citado[106]. 

			En este nivel puede observarse: a) una proporción apreciable que posee estudios universitarios, con carrera terminada o no; b) una proporción apreciable de cursillistas de las distintas especialidades del Ejército, y c) un número apreciable de diplomados del Estado Mayor. Esta condición de grupo preocupado por aprender, unido a que la Guerra Civil les resultaba muy lejana y no comprendían del todo sus razones, lo hacía permeable a las preocupaciones de la sociedad actual, ya perceptibles en la prensa diaria y, sobre todo, en las revistas, y no ven la razón de nuestra separación de Europa.

			Estas razones explican por qué de este subgrupo surgieron los integrantes de la Unión Militar Democrática (UMD), organización fuertemente influenciada por el Movimiento dasForças Armadas (MFA) portugués —que ese mismo año había derribado la dictadura salazarista—, creado en una reunión celebrada en Barcelona entre los días 31 de agosto y 1 de septiembre de 1974[107]. Su ideario se basaba en cuatro ideas fundamentales[108]:

			—	El respeto por los derechos humanos (libertad de reunión, expresión, asociación, etc.).

			—	Convocatoria de unas Cortes Constituyentes elegidas por sufragio universal.

			—	Amnistía para todos los presos políticos y retorno de los exiliados.

			—	Lucha contra la corrupción.

			Como «objetivos militares» se proponían una serie de reformas de la institución militar para integrarla en el nuevo Estado democrático al que se aspiraba: creación de un Ministerio de Defensa, dignificación de los suboficiales, revisión del servicio militar obligatorio, reducción del ámbito de la jurisdicción militar y elaboración de un estatuto del militar profesional. Pero en ningún momento se planteó la posibilidad de dar un golpe de Estado para derribar el franquismo —a diferencia del MFA—, aunque sí el evitar que las Fuerzas Armadas pudieran darlo: «En vez de un pronunciamiento activo, debíamos ensayar un pronunciamiento negativo: Mojar la pólvora de aquel ejército azul», como dijo uno de sus integrantes, el entonces capitán José Fortes Bouzán[109]. Por tanto, la UMD nació como una organización clandestina dentro de las Fuerzas Armadas y con unos objetivos diametralmente opuestos a los valores del régimen franquista, con el que se identificaban la casi totalidad de los miembros de los Ejércitos. 

			Su desarticulación fue obra de tres militares ya citados: Sáenz de Tejada, jefe del SIBE, encargado del control interno de esta institución militar; Milans del Bosch y Ussía, jefe de la DAC, quien firmó el parte para el arresto de sus integrantes, y su inmediato superior, el teniente general Campano López, capitán general de la I Región Militar, que lo confirmó. Cumplido este trámite, se ordenó la formación de la Causa 250/75, designando juez instructor al comandante auditor Jesús Valenciano Almoyna, y secretario al capitán de Infantería Carlos Rubio Delgado[110]. El 29 de julio se puso en marcha una operación contra diez miembros de la UMD y se arrestó a nueve de ellos: al comandante de Ingenieros Luis Otero Fernández, y a los capitanes de Artillería Fermín Ibarra Renes y Antonio García Márquez; de Infantería: Fortes Bouzán, Fernando Reinlein García-Miranda, Restituto Valero Ramos y Jesús Martín-Consuegra y López de la Nieta; de Caballería: Manuel Fernández Lago, y de Aviación: Abel Jesús Ruiz Cillero. El décimo, el capitán de Aviación José Ignacio Domínguez, se encontraba fuera de España, por lo que no pudo ser detenido[111]. Con el arresto de sus compañeros, la organización quedó descabezada, aunque su sombra planearía durante todo el proceso de transición y consolidación democrática.

			Tras su arresto, García Marqués solicitó como defensor a un capitán de Infantería DEM perteneciente a este subgrupo —XIV promoción de la Academia General Militar—, adscrito a la sección de información del Alto Estado Mayor: José Luis Cortina Prieto, protagonista del golpe de Estado del 23-F[112], cuyo hermano Antonio era la figura clave de GODSA: 

			Por último, queremos destacar que las promociones formadas entre 1964 y 1975 —tercer subgrupo— eran fuertemente franquistas, gracias a la labor del entonces general de brigada de Infantería Iniesta Cano, director del centro entre 1964 y 1967, que creó unos ciclos de conferencias para que los más importantes ideólogos del franquismo —Jesús Fueyo y Blas Piñar, entre otros— adoctrinasen a los cadetes[113]. Sin embargo, dada la edad y el grado de sus miembros —tenientes y capitanes—, no constituían un subgrupo relevante en el Ejército, aunque fueron los protagonistas del «Manifiesto de los 100» de 1982. 

			La conclusión que se extrae de este análisis es que, si bien durante la Transición se dieron las condiciones favorables para una intervención militar, el Ejército español en particular y las Fuerzas Armadas en general manifestaron dos carencias que les impidieron actuar como actores fundamentales en el proceso de toma de decisiones políticas, ya fuese deteniendo el desarrollo de la democratización o mediatizándolo: la inexistencia de un líder y la división existente en su élite respecto a la dinámica del cambio político. Especialmente esta segunda deficiencia hizo posible la democratización de España de forma pacífica y legalista, pues impidió cualquier actuación institucional de los miliares en contra de la misma.
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EL PROYECTO DE REFORMA DE ARIAS-FRAGA (1975-1976)

			UN FUTURO INCIERTO


			El 26 de febrero de 1975, cuando la muerte del general Franco se consideraba un acontecimiento próximo, el Servicio Central de Documentación de la Presidencia del Gobierno (SECED) envió un informe estableciendo las posibles vías de evolución del régimen[114]:

			De las tres variables: inmovilismo, ruptura o evolución prudente y progresiva, parece que la mayoría del país se muestra partidaria de la tercera, dentro de la cual espera lograr soluciones concretas a sus aspiraciones.

			Con ser una solución que va a encontrar un apoyo mayoritario, aunque el ritmo de la evolución no deje de suscitar polémicas, no deja de ser una solución difícil desde el punto de vista de la lucha contra la subversión, puesto que la definición de límites dinámicos y progresivos, entre lo lícito y lo ilícito, no exime de la necesidad de defender esos límites así trazados. Se hace entonces necesario conciliar la generosidad en la definición del campo con la energía en su mantenimiento. Otra cosa no sería evolución, sino rendición incondicional ante los propósitos de ruptura.

			Con todos los riesgos que esta actitud conlleva, se estima ventajosa comparada con las otras dos variables señaladas. 

			Pocos meses después, otro informe —al que tuvo acceso el futuro Rey— negaba que la reforma del régimen fuera la vía adecuada, porque no iba a ser aceptada por la oposición —como así fue—, colocando al entonces príncipe de España en una situación «imposible». Ante esta tesitura, «se verá forzado a dar un verdadero “golpe de Estado”, lo que no es posible aun suponiendo que tuviere éxito momentáneo, pues su persona quedaría inutilizable para el futuro. El Príncipe no puede romper la legalidad actual que ha jurado sostener, y de la que él es su pieza fundamental, pues de hacerlo caería con descrédito, arrastrando con él la posibilidad de una monarquía en España». El documento terminaba con una reflexión final de enorme importancia[115]:

			Estas consideraciones, que son absolutamente realistas, nos traen de la mano el gravísimo problema a resolver en estos momentos, si se quiere que la monarquía vuelva a España, y que es el siguiente: cómo el Príncipe puede «despegarse» del régimen sin que su persona quede inutilizada para el futuro. Se trata de una operación delicadísima, que hay que estudiar y proyectar de forma objetiva, tratando de adivinar con acierto las realidades íntimas que van a mover a la sociedad española en el futuro inmediato. Esta labor de adivinación del futuro está dificultada en el presente por la existencia de una cáscara oficialista muy opaca y las posturas insinceras de los españoles capacitados para hacer algo con vistas al porvenir, tanto de los que ya han actuado en la política del régimen como de aquellos que pertenecen a la oposición conocida.

			Por tanto, en 1975 no existía un proyecto definido de cómo debería hacerse la transición del franquismo hacia un régimen político más acorde con los existentes en Europa Occidental. Es más, ni siquiera estaba claro cuál debería ser el instrumento para realizar esa transformación. Así, por ejemplo, Miguel Herrero de Miñón defendía el poder constituyente del Rey y su capacidad para cambiar el sistema mediante un referéndum[116]. Esta opción, sin embargo, podría considerarse una ruptura con el sistema constitucional franquista, abriendo una ventana de oportunidad para una intervención de las Fuerzas Armadas amparada en el artículo 37 de la LOE. Por el contrario, Jorge de Esteban, como el SECED, apostaba por una reforma de las Leyes Fundamentales que abriese el camino a la democracia[117]. No obstante, existía un punto en que estaba de acuerdo la totalidad de la élite franquista política, económica y militar: cualquier reforma debería hacerse desde la legalidad y de forma pacífica.

			En esta situación de indefinición se produjo la muerte del general Franco el 20 de noviembre de 1975.

			EL GOBIERNO DE ARIAS NAVARRO: LIBERALIZACIÓN VERSUS RUPTURA


			En 2003, Javier Tusell publicó una de sus últimas obras, centrada en el periodo de Gobierno de Arias Navarro durante el reinado de Juan Carlos I. Su título no podía ser más acertado: Tiempos de incertidumbre. Porque fueron precisamente la indecisión, la irresolución y la duda las características de la Historia de España entre diciembre de 1975 y junio de 1976. Ni siquiera el nuevo jefe del Estado tenía claro lo que había que hacer. En su primer discurso, pronunciado el 22 de noviembre, no dudaba en reconocer que era Rey de España por «la tradición histórica, las Leyes Fundamentales del Reino y el mandato legítimo de los españoles», pero a la vez se iniciaba «una nueva etapa» basada «en un efectivo consenso de concordia nacional»[118]. Por tanto, era evidente que apostaba por un cambio político que permitiese la liberalización del régimen, aunque desde su propio entramado institucional. Así, sus dos primeras decisiones fueron muy significativas. Por un lado, logró colocar a su hombre de confianza, Fernández-Miranda, como presidente de las Cortes y del Consejo del Reino, sustituyendo a Rodríguez de Valcárcel. Este cargo era fundamental en aquellos momentos por dos razones. La primera, porque cualquier modificación de las Leyes Fundamentales debía ser aprobada por las Cortes. Y la segunda, porque el Consejo del Reino era el órgano encargado de elaborar la terna sobre la que el Monarca elegía al presidente del Gobierno y también al de las Cortes. Por otro, y vinculada con la anterior, ratificó a Arias Navarro como presidente del Gobierno, ya que había precisado de su ayuda para que Fernández-Miranda fuera incluido en la terna del Consejo del Reino. No obstante, desde el entorno del Palacio de la Zarzuela, el general Armada y el coronel de Caballería Nicolás de Cotoner y Cotoner —marqués de Mondéjar—, secretario y jefe de la Casa, respectivamente, y ambos supernumerarios del Opus Dei, intentaron devolver el poder a los tecnócratas, poniendo en marcha la «Operación Lolita», cuyo objetivo era convertir a López-Bravo o a López de Letona en presidentes del Gobierno. Este intento fracasó por la oposición de Fernández-Miranda, que consideraba excesivamente traumático sustituir a la vez a los hombres que encabezaban las dos principales instituciones del Estado[119], y porque se negaba a dejar el Ejecutivo en manos de inmovilistas. 

			El nuevo Gobierno de Arias Navarro, constituido el 13 de diciembre de 1975, estaba compuesto —por influencia del Rey— por las principales figuras del reformismo, como Fraga Iribarne (vicepresidente segundo para Asuntos del Interior y ministro de Gobernación) y José María de Areilza (ministro de Asuntos Exteriores), pero también por políticos más jóvenes que tendrían gran importancia en el futuro, como Adolfo Suárez (ministro-secretario general del Movimiento), Rodolfo Martín Villa (ministro de Relaciones Sindicales) y el católico Alfonso Osorio (ministro de la Presidencia). La suma de este conjunto de personalidades tan diferentes fue la razón por la que este Gabinete jamás funcionó de forma eficiente, como advirtió Armada[120].

			No obstante, el Rey no solo mostró interés en la incorporación de civiles identificados con la liberalización del franquismo, sino que también cuidó especialmente la presencia de las Fuerzas Armadas, pues su apoyo era imprescindible para el desarrollo exitoso de ese proceso. El resultado fue que en el nuevo Gabinete se incluyeron a cuatro ministros militares, incrementándose así la presencia castrense. El de mayor jerarquía era el monárquico teniente general del Ejército Fernando de Santiago. Sobre su presencia en el Gabinete existen dos hipótesis. Para Fraga, su nombre fue sugerido por el entonces general de división y comandante general de Ceuta Gutiérrez Mellado, ya que era su amigo y estaba convencido de que apoyaría la reforma política[121]. Por su parte, Díez-Alegría apuntó que el nombramiento lo sugirió Armada, afirmando: «De Santiago no tiene garra. Es un inmovilista total»[122]. Esta conjetura resulta de gran trascendencia, pues los militares al servicio del Rey, tras no lograr que un tecnócrata ocupase la Presidencia del Gobierno, lograron situar en la Vicepresidencia a un militar monárquico, pero partidario del mantenimiento del franquismo. Respecto a sus funciones en el Gobierno, no estaban definidas, porque no quedaron bajo su competencia ni el Alto Estado Mayor ni los ministerios militares[123].

			Como ministro del Ejército, se nombró al teniente general Álvarez-Arenas, capitán general de la I Región Militar, el 20 de noviembre de 1975, quien mantuvo una actitud ambigua, aunque nunca mostró una actividad refractaria ante el cambio político. 

			Para el Ministerio del Aire se eligió a un teniente general de apellido simbólico, Carlos Franco Iribarnegaray, sobrino del general y formado por este en la Academia General Militar —era de la misma promoción que Gutiérrez Mellado—. Su labor como ministro puede definirse como neutra. En ningún momento se opuso al cambio político, quizá por ser un fiel representante del ala más liberal de las Fuerzas Armadas. 

			Finalmente, el Ministerio de la Marina siguió ocupado por el almirante Gabriel Pita da Veiga, sin duda el más importante de los militares que formaban parte del Gobierno y el que estaba dotado de una personalidad, tanto política como profesional, más acusada. Martín Villa lo definió como «Franco aparte, el militar más importante que he conocido»[124]. Ideológicamente era poco afecto a la monarquía como institución[125], por lo que sorprende su inclusión en el primer Gobierno de Juan Carlos I. Pero Pita da Veiga era, sin duda, el líder de la Armada y por ello continuó en el ministerio[126]. 

			Tanto el Rey como Arias Navarro consideraron que la presencia de estos cuatro militares era suficiente para asegurarse el apoyo, o, al menos, la neutralidad, de las Fuerzas Armadas en el proceso de transformación del sistema político que se disponían a realizar. No obstante, cometieron un gran error: no informaron al resto de la élite militar —los capitanes generales—, circunstancia que tendría importantes consecuencias. 

			El programa del Ejecutivo se basaba en una «evolución prudente y progresiva» para adaptar el franquismo a las nuevas condiciones de la sociedad española y del entono internacional en el que se desenvolvía el país, pero respetando el entramado constitucional del régimen, como siempre habían defendido tanto aperturistascomo reformistas. Así lo expuso el teniente coronel Cassinello, jefe de la División de Operaciones del SECED, en un informe del 5 de diciembre: «No podemos llamar constituyente a este periodo que abordamos, puesto que el sistema constitucional ya está establecido en el marco de la Corona y de lo que se trataría, en su caso, sería de su perfeccionamiento a través de sus propios mecanismos correctores. Tampoco va a ser, previsiblemente, de puesta en marcha del sistema tal y como está conformado»[127]. Este planteamiento coincidía con la postura de Estados Unidos manifestada a través del secretario de Estado del presidente republicano Gerald Ford, Henry Kissinger, en un encuentro con Areilza el 24 de enero de 1976: «No hagan caso a las exigencias de los europeos más que en aquello que realmente les convenga a ustedes. Bastarán probablemente para que entren en la Comunidad y luego en la Alianza Atlántica. En Europa no funciona bien la democracia parlamentaria y hay que ponerle remedios para que se salve, al menos, la libertad […]. El ejemplo portugués supongo ha de servirles. ¡Vayan despacio! Go slowly!»[128].

			Sin embargo, este proyecto político se vería sacudido por dos circunstancias que lo convirtieron en inviable. La primera, su indefinición. Fraga, su autor intelectual —dada la falta de liderazgo y de ideas de Arias Navarro— aspiraba a un conjunto de modificaciones del entramado legal franquista y sus elementos principales serían una Ley del Derecho de Asociación Política[129], que permitiría legalizar los partidos políticos de la oposición, aunque con exclusión de los comunistas; una reforma del Código Penal para despenalizar la militancia en partidos y las actividades de la oposición, y una profunda reforma de la Ley Constitutiva de Cortes, que permitiría el establecimiento de un sistema bicameral. Por un lado, la Cámara de Diputados, con 300 representantes elegidos por sufragio universal con un mandato de cuatro años. Por otro, el Senado, con 285 miembros, de composición corporativa, con miembros natos y otros electos con criterios orgánicos (sindicatos, ayuntamientos, cabildos, diputaciones, universidades colegios profesionales, reales academias, etc.). La duración de su mandato sería de seis años. Pero ambas cámaras tendrían las mismas competencias y, dado el carácter corporativo y manifiestamente franquista del Senado, suponía un límite muy claro al proceso de democratización del sistema. Un Tribunal de Garantías Constitucionales y un Consejo Económico y Social completarían este nuevo entramado institucional[130]. Pero, más allá de su contenido, el proyecto adolecía de un problema muy grave: su carácter confuso, resultando extremadamente complicado determinar el resultado final. Precisamente, la incertidumbre que generaba explica la actitud de desconfianza y rechazo con la que fue percibido por la élite franquista más conservadora: los «azules», como Rodríguez de Valcárcel, y los tecnócratas, que no habían sido invitados a formar parte del nuevo Gobierno. Especialmente significativa fue la posición en contra de López-Bravo[131].

			La segunda circunstancia fue la actitud de la oposición. El Gobierno había decidido obviar la cooperación de estos grupos en la dinámica liberalizadora del franquismo y, paralelamente, estos tampoco estaban dispuestos a colaborar en el mantenimiento del régimen. A la muerte de Franco, las fuerzas contrarias al franquismo se encontraban divididas en dos grandes bloques. La Junta Democrática, creada el 29 de julio de 1974 en torno al PCE y Comisiones Obreras (CC OO), era el más poderoso. Un año después, el 11 de julio de 1975, se creó la Plataforma de Convergencia Democrática, en torno al PSOE. Ambos organismos terminarían fusionándose bajo la denominación de Coordinación Democrática el 26 de marzo de 1976. El objetivo que perseguía era la «ruptura democrática», lo que implicaba derribar el franquismo y poner en marcha un proceso constituyente ex novo. Por eso, a partir de diciembre de 1975, iniciaron un ciclo de protestas laborales de carácter revolucionario para provocar el colapso del régimen, protestas que fueron alimentadas por el progresivo deterioro de la situación económica[132]. Sin embargo, resulta muy significativo que el SECED, el 5 de diciembre de 1975, consideraba que este proceso rupturista era «imposible»[133]. La razón era obvia. Si la legitimidad democrática justificaba la postura de la oposición, el régimen franquista también tenía su propia legitimidad tanto de origen —victoria en la Guerra Civil— como de ejercicio tras treinta y seis años gobernando. Con esa legitimidad se identificaba entre el 40 y el 50 por ciento de la población española, mientras que aproximadamente un tercio de la misma podía considerarse opuesta al régimen y partidaria de un sistema democrático[134]. 
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